
Exp: 03-011605-0007-CO

Res: 2004-01003

SALA CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. San José, a las catorce horas con cuarenta minutos del cuatro de febrero del dos mil cuatro.-

Recurso de amparo interpuesto por WALTER CAMPOS SOLANO, portador de la cédula de identidad número 1-886-507, contra el CONSEJO DIRECTIVO DEL INSTITUTO COSTARRICENSE SOBRE DROGAS.

Resultando:
1.-
Por escrito recibido en la Secretaría de la Sala a las 15:33 hrs. del 07 de noviembre de 2003 (folio 1), el recurrente interpone recurso de amparo contra el Consejo Directivo del Instituto Costarricense sobre Drogas y manifiesta que trabaja para el CICAD, desde el 16 de junio de 1997, momento a partir del cual se le reconoció el derecho de anualidad en un porcentaje de 3.5% sobre el salario base. En el 2001, cuando el CICAD presentó el presupuesto ordinario para el ejercicio fiscal de 2002, la Contraloría General de la República objetó que se pagara el porcentaje correspondiente a anualidades, en virtud  que aparentemente no existía sustento legal para el pago de ese porcentaje. A consecuencia de lo anterior, se dispuso el nombramiento de un Órgano Director de Procedimiento Administrativo para la tramitación de los procedimientos que permita definir la legalidad del pago a los funcionarios del CICAD, de las anualidades con el porcentaje del 3,5% sobre el salario base. Asimismo, a mediados del año anterior, la Junta Administrativa del CICAD ordenó aplicar un porcentaje de 1.94% por ese concepto, a pesar de estar pendiente un proceso administrativo por el que se pretende determinar la nulidad absoluta, evidente y manifiesta del acto administrativo que estableció el porcentaje del 3,5%. En su caso, el porcentaje de 1.94% se le empezó a aplicar a partir del mes de julio de 2003, con el agravante que con vista en el acuerdo adoptado en ese sentido por la Junta Administrativa del CICAD, no se presupuestaron -dentro de la partida de salario para el año 2003- los dineros que eran necesarios para cancelar los aumentos saláriales semestrales referidos a las anualidades. Considera que las conductas impugnadas resultan contrarias a lo dispuesto en los artículos 39 y 57 de la Constitución Política. Solicita el recurrente que se declare con lugar el recurso y que se le ordene al accionado cancelarle lo que corresponde a su anualidad.

2.-
Informa bajo juramento Ricardo Toledo Carranza, en su condición de Ministro de la Presidencia y en ausencia de del Presidente del Consejo Directivo del Instituto Costarricense de Drogas (folio 26), que el acuerdo tomado por la Junta Administrativa del antiguo CICAD, hoy Instituto Costarricense sobre Drogas, según Ley N° 8204, surge al enviar a la Contraloría General de la República el presupuesto para el 2002, pues el órgano contralor realizó un estudio a fin de determinar el fundamento legal que daba pie al pago de las anualidades a un porcentaje del 3.5%. Recalca que según el oficio de la Contraloría General de la República N° 15118, obliga a través de la Ley Orgánica, a obedecer sus actuaciones lo que dice no puede considerarse como una actuación contraria a derecho. Afirma que la responsabilidad a la que se enfrenta la administración por desacatar los lineamientos que le imponen es muy fuerte. Afirma que la Junta Administrativa del Centro de Inteligencia Conjunto Antidrogas actuó de conformidad con el ordenamiento jurídico administrativo y en estricto apego a que establece la Ley Orgánica de la Contraloría, sin dejar de lado que siempre han hecho efectivo el pago de los aumentos anuales a los funcionarios. Señala que no se congeló el pago de las anualidades anteriores al acuerdo, y que dichos montos han sido percibidos por los funcionarios puntualmente, ya que fue a partir del acuerdo tomado por la Junta Directiva del CICAD, se le canceló el 1.94%, según las indicaciones de la Contraloría. Concluye diciendo que en vista que el funcionario conocía de la reducción en el pus de anualidad que la Administración llevó a cabo, desde hace más de dos meses, debe acudir a dilucidar sus quejas ante otra instancia distinta a la constitucional.  Solicita que se desestime el recurso planteado por encontrar en él prescripción legal.  Solicita que se desestime el recurso planteado.

3. - En los procedimientos seguidos se han observado las prescripciones legales.

Redacta el Magistrado Jinesta Lobo; y,

Considerando:
I. - OBJETO DEL RECURSO. EL recurrente demandó la tutela de sus derechos adquiridos y la vulneración del principio de intangibilidad de los actos propios. Alega que desde que ingresó a laborar para el CICAD –hoy Instituto Costarricense sobre Drogas-, se le reconoció el derecho de anualidad en un porcentaje de 3.5% sobre el salario base; plus que a partir del 16 de setiembre de 2002, la Dirección Ejecutiva de ese Centro fijó -pese a que el procedimiento administrativo incoado para declarar la nulidad absoluta, evidente y  manifiesta de ese beneficio se encuentra pendiente-, en un porcentaje de 1.94% del salario base.

II.-
HECHOS PROBADOS. De importancia para la decisión de este asunto, se estiman como debidamente demostrados los siguientes hechos: 1) El amparado labora para el Centro de Inteligencia Conjunto Antidrogas (hoy Instituto Costarricense sobre Drogas), desde el 16 de junio de 1997, percibiendo desde esa fecha un 3.5% del salario base por concepto de anualidades (informe a folio 27); 2) Mediante informe la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República N° FOE-GU-25/2001, de 19 de diciembre de 2001, el Gerente de esa Área le comunicó al Director Ejecutivo del Centro de Inteligencia Conjunto Antidrogas (CICAD) que “…no se encuentra respaldo legal para que el CICAD fije en forma interna y unilateral un monto de 3.5% del salario base por concepto de cada anualidad…”(copia a folios 35- 41); 3) Por acuerdo de la Junta Directiva del Centro de Inteligencia Conjunto Antidrogas Nº JA-CICAD 083-2002, tomado en la sesión extraordinaria 08-2002 del 8 de agosto de 2002, se decidió nombrar un Órgano Director de Procedimiento Administrativo para que tramitara los procedimientos establecidos para determinar la procedencia del pago de las anualidades al 3.5% y la normalización del calculo de anualidades conforme la Ley General de Salarios (copia a folio 42); 4)En ese mismo acuerdo, la Junta Directiva del Centro de Inteligencia Conjunto Antidrogas dispuso calcular y cancelar el pago de las anualidades futuras de los funcionarios de esa institución en un porcentaje del 1.94 del salario base devengado (copia a folio 42); 5) A partir del 1º de julio de 2003, el Centro de Inteligencia Conjunto Antidrogas fijó la anualidad del amparado en un porcentaje de 1.94% del salario base (copia a folio 43).

III.-
LA ANULACIÓN O REVISIÓN DE OFICIO DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS FAVORABLES O DECLARATORIOS DE DERECHOS PARA EL ADMINISTRADO. Esta posibilidad que tienen las administraciones públicas y sus órganos constituye una excepción calificada a la doctrina de la inderogabilidad de los actos propios y favorables para el administrado o del principio de intangibilidad de los actos propios, al que esta Sala especializada le ha conferido rango constitucional por derivar del ordinal 34 de la Constitución Política (Ver sentencias Nos. 2186-94 de las 17:03 hrs. del 4 de mayo de 1994 y 899-95 de las 17:18 hrs. del 15 de febrero de 1995). La regla general es que la administración pública respectiva no puede anular un acto declaratorio de derechos para el administrado, siendo las excepciones la anulación o revisión de oficio y la revocación. Para ese efecto, la administración pública, como principio general, debe acudir, en calidad de parte actora y previa declaratoria de lesividad del acto a los intereses públicos, económicos o de otra índole, al proceso de lesividad (artículos 10 y 35 de la  Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa), el cual se ha entendido, tradicionalmente, como una garantía para los administrados. Sobre este particular, este Tribunal  Constitucional en el Voto No. 897-98 del 11 de febrero de 1998 señaló que “... a la Administración le está vedado suprimir por su propia acción aquellos actos que haya emitido confiriendo derechos subjetivos a los particulares. Así, los derechos subjetivos constituyen un límite respecto de las potestades de revocación (o modificación) de los actos administrativos, con el fin de poder exigir mayores garantías procedimentales. La Administración, al emitir un acto y con posterioridad al emanar otro contrario al primero, en menoscabo de derechos subjetivos, está desconociendo estos derechos, que a través del primer acto había concedido, sea por error o por cualquier otro motivo. Ello implica que la única vía que el Estado tiene para eliminar un acto suyo del ordenamiento es el proceso de jurisdiccional de lesividad, pues este proceso está concebido como una garantía procesal a favor del administrado, o bien, en nuestro ordenamiento existe la posibilidad de ir contra los actos propios en la vía administrativa, en la hipótesis de nulidades absolutas, evidentes y manifiestas, previo dictamen de la Contraloría General de la República y de la Procuraduría General de la República (como una garantía más a favor del administrado) y de conformidad con el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública. En consecuencia, si la Administración ha inobservado las reglas de estos procedimientos, o bien, las ha omitido del todo o en parte... el principio de los actos propios determina como efecto de dicha irregularidad la invalidez del acto.”.   A tenor del numeral 173 de la Ley General de la Administración Pública, un ente u órgano público bien puede anular en vía administrativa un acto declaratorio de derechos para el administrado pero lesivo para los intereses públicos o patrimoniales de la primera, sin necesidad de recurrir al proceso contencioso administrativo de lesividad  normado en los artículos 10 y 35 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (proceso en el cual la parte actora es una administración pública que impugna un acto propio favorable para el administrado pero lesivo para ella) cuando el mismo este viciado de una nulidad absoluta evidente y manifiesta. La nulidad absoluta evidente y manifiesta debe ser dictaminada,  previa y favorablemente, por la Procuraduría o la Contraloría   Generales de la República —acto preparatorio del acto anulatorio final—. Le corresponderá a la Contraloría cuando la nulidad verse sobre actos administrativos relacionados directamente con el proceso presupuestario o la contratación administrativa (Hacienda Pública). Ese dictamen es indispensable, a tal punto que esta Sala  en el Voto No. 1563-91 de las 15 hrs. del 14 de agosto de 1991 estimó que “... Es evidente, entonces, que a partir de la vigencia de la Ley General de la Administración Pública, la competencia de anular en sede administrativa solamente puede ser admitida si se cumple con el deber de allegar un criterio experto y externo al órgano que va a dictar el acto final.”. Se trata de un dictamen de carácter vinculante —del que no puede apartarse el órgano o ente consultante—, puesto que, el ordinal 2° de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República establece que es de acatamiento obligatorio, a través del cual se ejerce una suerte de control previo o preventivo de legalidad, en cuanto debe anteceder el acto final del procedimiento ordinario incoado para decretar la anulación oficiosa,  que no riñe con ninguno de los grados de autonomía administrativa, por ser manifestación específica de la potestad de control inherente a la dirección intersubjetiva o tutela administrativa. Resulta lógico que tal dictamen debe ser favorable a la pretensión anulatoria de la administración  consultante, y sobre todo que constate, positivamente, la gravedad y entidad de los vicios que justifican el ejercicio de la potestad de revisión o anulación oficiosa. La Administración pública respectiva está inhibida por el ordenamiento infraconstitucional de determinar cuándo hay una nulidad evidente y manifiesta, puesto que, ese extremo le está reservado al órgano técnico-jurídico y consultivo denominado Procuraduría General de la República, como órgano desconcentrado del Ministerio de Justicia. En los supuestos en que el dictamen debe ser vertido por la Contraloría General de la República, también, tiene naturaleza vinculante en virtud de lo dispuesto en artículo 4°, párrafo in fine, de su Ley Orgánica No. 7428 del 7 de septiembre de 1994.

IV.-
LA NULIDAD EVIDENTE Y MANIFIESTA COMO PRESUPUESTO QUE HABILITA A LAS ADMINISTRACIONES PUBLICAS PARA EJERCER SU POTESTAD DE ANULACIÓN OFICIOSA DE ACTOS ADMINISTRATIVOS FAVORABLES PARA EL ADMINISTRADO.   No cualquier grado de invalidez o nulidad autoriza a un ente u órgano público para decretar la anulación oficiosa de un acto administrativo declaratorio de derechos para un administrado, dado que, el ordenamiento jurídico administrativo exige que concurran ciertas características o connotaciones específicas y agravadas que la califiquen. La nulidad que justifica la revisión de oficio debe tener tal trascendencia y magnitud que debe ser, a tenor de lo establecido en el numeral 173, párrafo 1°, de la Ley General de la Administración Pública, “evidente y manifiesta”. Lo evidente y manifiesto es lo que resulta patente, notorio, ostensible, palpable, claro, cierto y que no ofrece ningún margen de duda o que no requiere de un proceso o esfuerzo dialéctico o lógico de verificación para descubrirlo, precisamente,  por su índole grosera y grave.   En tal sentido, basta confrontar el acto administrativo con la norma legal o reglamentaria que le dan cobertura para arribar a tal conclusión, sin necesidad de hermenéutica o exégesis ninguna. Es menester agregar que el numeral 173 de la Ley General de la Administración Pública no crea una suerte de bipartición de las nulidades absolutas, siendo algunas de ellas simples y otras evidentes y manifiestas, sino lo que trata de propiciar es que en el supuesto de las segundas sea innecesario o prescindible el análisis profundo y experto del juez contencioso-administrativo para facilitar su revisión en vía administrativa.

V.-
LA NECESIDAD DE INCOAR UN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO ORDINARIO PARA LA REVISIÓN O ANULACIÓN DE OFICIO DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS FAVORABLES PARA EL ADMINISTRADO. La administración pública respectiva —autora del acto que se pretende anular o revisar—, de previo a la declaratoria de nulidad, debe abrir un procedimiento administrativo ordinario en el que se deben observar los principios y las garantías del debido proceso y de la defensa (artículo 173, párrafo 3°, de la Ley General de la Administración Pública), la justificación de observar ese procedimiento está en que el acto final puede suprimir un derecho subjetivo del administrado (artículo 308 ibidem). Durante la sustanciación del procedimiento ordinario, resulta indispensable recabar el dictamen de la Procuraduría o de la Contraloría siendo un acto de trámite del mismo. Tal y como se indicó supra, el dictamen debe pronunciarse, expresamente, sobre el carácter absoluto, manifiesto y evidente de la nulidad (artículo 173, párrafo 4°, de la Ley General de la Administración Pública). Si el dictamen de la Procuraduría o de la Contraloría Generales de la República es desfavorable, en el sentido que la nulidad absoluta del acto administrativo no es evidente y manifiesta, la respectiva administración pública se verá impedida, legalmente, para anular el acto en vía administrativa y tendrá que acudir, irremisiblemente, al proceso ordinario contencioso administrativo de lesividad. El dictamen de los dos órganos consultivos citados es vinculante para la administración respectiva en cuanto al carácter evidente y manifiesto de la nulidad. Sobre este punto, el artículo 183, párrafo 1°, de la Ley General de la Administración Pública preceptúa que “Fuera de los casos previstos en el artículo 173, la administración no podrá anular de oficio los actos declaratorios de derechos a favor del administrado y para obtener su eliminación deberá recurrir al contencioso de lesividad previsto en los artículos 10 y 35 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa”.

VI.-
  CONSECUENCIAS JURÍDICAS DE LA INOBSERVANCIA DE LOS RECAUDOS FORMALES Y SUSTANCIALES DEL ORDINAL 173 DE LA LEY GENERAL DE LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA. La revisión oficiosa o anulación con quebranto de los requisitos legales referidos en los considerandos precedentes “sea por omisión de las formalidades previstas o por no ser la nulidad absoluta evidente y manifiesta” (v. gr. que el dictamen sea desfavorable, que no se recabó el dictamen o que no se abrió un procedimiento administrativo ordinario) es absolutamente nula y hace responsable por los daños y perjuicios provocados tanto a la  administración pública como al funcionario (artículo 173, párrafo 6°, ibidem).

VII.-
CADUCIDAD DE LA POTESTAD DE REVISIÓN DE OFICIO DE LOS ACTOS DECLARATORIOS DE DERECHOS . La potestad de revisión o anulación de oficio de los actos favorables, le caduca a la administración pública interesada y respectiva en el plazo de cuatro años (artículo 173, párrafo 5°, LGAP). Se trata, de un plazo rígido y fatal de caducidad —aceleratorio y perentorio— que no admite interrupciones o suspensiones en aras de la seguridad y certeza jurídicas de los administrados que derivan derechos subjetivos del acto administrativo que se pretende revisar y anular. Bajo esta inteligencia, la apertura del procedimiento administrativo ordinario y la solicitud del dictamen a la Procuraduría o Contraloría Generales de la República no interrumpen o suspenden el plazo.

VIII.-
Sobre el fondo. En el caso concreto al recurrente se le otorgó desde el inicio de su relación laboral con el Centro de Inteligencia Conjunta Antidrogas –16 de junio de 1997-, un 3.5% del salario base por concepto de anualidades; reconocimiento que a partir del 1º de julio del 2003 fue definido por el Instituto Costarricense sobre Drogas en 1.94% sobre el mismo salario base, conforme a las recomendaciones del Área de Servicios Gubernamentales, de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa, de la Contraloría General de la República dadas, en el informe N° FOE-GU-25/2002 del 19 de diciembre de 2001, y lo dispuesto por la Junta Administrativa del Centro de Inteligencia Conjunto Antidrogas en el acuerdo Nº JA-CICAD 083-2002, tomado en la sesión extraordinaria 08-2002 del 8 de agosto de 2002, en el que dispuso iniciar los procedimientos administrativos tendentes a definir la legalidad de la medida cuestionada por la Contraloría General de la República y a normalizar el cálculo de anualidades conforme a la Ley de Salarios de la Administración Pública. Conforme con lo expuesto en los considerandos anteriores la anulación o revisión de oficio de los actos administrativos favorables o declaratorios de derechos para el administrado constituye una excepción calificada a la doctrina de la inderogabilidad de los actos propios y favorables para el administrado o del principio de intangibilidad de los actos propios, en los que la regla general es que la Administración Pública observe los requisitos formales y sustanciales establecidos en el procedimiento de lesividad y en la nulidad absoluta, evidente y manifiesta de la Ley General de la Administración Pública puesto que ello es una garantía para el administrado.

IX.-

La Junta Administrativa del Centro de Inteligencia Conjunta Antidrogas en el acuerdo JA-CICADL-083-2002, dispuso ajustar y cancelar en un porcentaje del 1.94% del salario base devengado, el pago de anualidades futuras a los funcionarios de esa institución. Aprecia este Tribunal que con ese acuerdo, el acto que suprimió el beneficio que se había otorgado al accionante, resulta ilegítimo.  Si la Junta Adminitrativa del CICAD consideró –como parece haberlo hecho para iniciar los procedimientos-, que el porcentaje que había otorgado como reconocimiento por anulidad, no se ajustaba al criterio del Area de Servicios Gubernamentales, de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General de la República, debió cumplir con las exigencias del procedimiento administrativo dispuesto en el 173 de la Ley General de la Administración Pública. La discusión del procedimiento administrativo que la Junta Administrativa del Centro de Inteligencia Conjunta Antidrogas dispuso iniciar era definir la legalidad del porcentaje que se les reconocía a algunos funcionarios por concepto de anualidades, de manera que no podía disponer esa Junta Administrativa en el mismo acto aplicar una rebaja de ese porcentaje pues ello era lo que se pretendía con el acto final. Así las cosas, se vulneró en perjuicio del accionante, el debido proceso y el principio de intangibilidad de los actos propios.

X.-
Como corolario de lo expuesto, se impone declarar con lugar el recurso y declarar la invalidez del acto impugnado.  El Magistrado Vargas salva el voto y declara sin lugar el recurso.-

Por tanto:
Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el artículo 3 del acuerdo de la Junta Directiva del Centro de Inteligencia Conjunto Antidrogas Nº JA-CICAD 083-2002, tomado en la sesión extraordinaria 08-2002 del 8 de agosto de 2002  y la Acción de Personal Nº 159-03.  Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.-
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